
  

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD 

Bogotá D.C., Trece (13) de Enero de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

 

 

 

Procede el Juzgado a decidir el grado jurisdiccional de consulta al que se encuentra 

sometido el fallo proferido por la Comisaria Diecinueve de Familia Ciudad Bolivar, 

dentro del Incidente de Primer Incumplimiento de la Medida de Protección de la 

referencia. 

 
ANTECEDENTES 

 

1º.- La señora ANA MARGOT HORTUA, solicitó Medida de Protección a favor suyo 

y en contra del señor LUIS DANIEL VEGA CASTILLO de violencia intrafamiliar en 

su contra, que culminó con la Resolución  que profirió la Comisaria Diecinueve de 

Familia Ciudad Bolivar, el día 06 de septiembre de 2010, mediante la cual impuso 

medida de protección definitiva a su favor suyo, en la que ordenó al señor LUIS 

DANIEL VEGA CASTILLO, se abstenga de realizar cualquier comportamiento, acto 

o acción de violencia física, verbal, insultos ofensa, amenazas o provocación en donde 

se encuentre la ANA MARGOT HORTUA. 

2º.- Por solicitud de la señora ANA MARGOT HORTUA, se dio inicio, el 12 de agosto 

de 2022, al trámite del primer incidente por  incumplimiento a la medida de 

protección, con sustento en el acontecimiento de nuevos hechos de violencia 

intrafamiliar en su contra, ordenándose admitir, citar a las partes a la audiencia que 

señala el artículo 12º ibídem y notificarlos en legal forma. 

3º.- La audiencia prevista en el inciso 2 del artículo 17 de la Ley 294 de 1996, 

modificado por el artículo 7º de la Ley 575 de 2000, tuvo lugar el día 03 de octubre 

de 2022. En la cual se procedió al examen del caso y a su resolución de fondo 

imponiendo al señor LUIS DANIEL VEGA CASTILLO, como sanción multa 

equivalente a dos (02) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por encontrar 

probados los actos de violencia intrafamiliar en contra de la señora ANA MARGOT 

HORTUA. 

Surtido el trámite de rigor se procede a decidir la consulta, previas las siguientes, 

 
 

CONSIDERACIONES: 
 

En el presente asunto se encuentran reunidos todos y cada uno de los presupuestos 

procesales exigidos por la Doctrina y la jurisprudencia por lo que corresponderá 

proferir decisión de mérito. De otra parte, no se encuentra vicio alguno que dé lugar 

a invalidar total o parcialmente la actuación surtida. 

El artículo 42 de la Constitución Política consagra: «La familia es el núcleo 

fundamental de la sociedad. Se constituye por los vínculos naturales o jurídicos, por 

la decisión libre de una mujer de contraer matrimonio o por voluntad responsable 
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de conformarla». Por lo anterior, el Estado está en el deber de protegerla por ser 

elemento básico de la sociedad colombiana y todo factor destructivo de la armonía 

y la unidad familiar, debe ser evitado, controlado y erradicado. Así mismo, cabe 

anotar que la Doctrina ha definido la violencia intrafamiliar como toda conducta 

realizada por un integrante de la familia contra otro, que le ocasione o le pueda 

ocasionar la muerte, daño en el cuerpo o en la salud, sufrimiento físico, emocional, 

psicológico, sexual, o que afecte o pueda afectar su autonomía o su dignidad. 

 
El ideal de la familia es la armonía, la comprensión y el entendimiento que conllevan la 

estabilidad y la placentera convivencia entre sus miembros. El resquebrajamiento de 

ese estado, por lo general tiene su génesis en los maltratamientos físicos o sicológicos 

de que se hacen víctimas los cónyuges (o compañeros) entre sí o éstos a su prole y 

demás personas que la conforma. Esas conductas que hacen imposible la comunidad 

de vida en la familia y que se constituyen en irrespeto entre quienes la componen es 

deber del Estado prevenirlas y sancionarlas si es que se han producido. 

 
Precisamente con el fin de sancionar las conductas atentatorias contra la estabilidad 

física, emocional y psicológica de la familia, el legislador promulgó la Ley 294 de 1996 

(modificada por la Ley 575 de 2000 y Decreto 652 de 2001), mediante la cual 

desarrolló el artículo 42 de la Carta Política, ley que contiene normas para prevenir, 

remediar y sancionar los actos constitutivos de violencia intrafamiliar. 

 
Señala el literal a) del artículo 7 de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 4º 

de la Ley 575 de 2000, que “El incumplimiento de las medidas de protección, dará 

lugar a las siguientes sanciones: a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez 

(10) salarios mínimos legales mensuales, convertibles en arresto, la cual debe 

consignarse dentro de los cinco (5) días siguientes a su imposición… (…)”. 

 
A su turno el artículo 17 de la Ley 294 de 1996 modificado por el artículo 11 de la 

Ley 575 de 2000 señala que “... Las sanciones por incumplimiento de las medidas 

de protección se impondrán en audiencia que deberá celebrarse dentro de los diez 

(10) días siguientes a su solicitud, luego de haberse practicado las pruebas 

pertinentes y oídos los descargos de la parte acusada…”. El artículo 12 del Decreto 

652 del año 2001 señala que “De conformidad con el artículo 11 de la Ley 575 de 

2000, el trámite de las sanciones por incumplimiento de las medidas de protección 

se realizará en lo no escrito con sujeción a las normas procesales contenidas en el 

Decreto 2591 de 1991, en sus artículos 52 y siguientes del Capítulo V de Sanciones.” 

 
Luego de esbozado el marco legal aplicable al asunto será del caso entrar al estudio 

de las pruebas recaudadas dentro del presente incidente de incumplimiento a la 

medida de protección, con el fin de establecer si la providencia consultada se 

encuentra o no ajustada a derecho. 

 
Es así que la demostración de los supuestos de hecho aducidos, sólo es posible con 

apoyo en las pruebas legal y oportunamente arrimadas al presente   trámite y en este 

caso, la prueba debe estar dirigida a demostrar que efectivamente el señor LUIS 

DANIEL VEGA CASTILLO incumplió la medida de protección definitiva que le fue 

impuesta en la providencia de fecha 06 de septiembre de 2010. 

 

En la actuación incidental se tuvo en cuenta como elementos de juicio que 



  

fundamentaron la decisión, los siguientes: 

 
-Denuncia presentada por la señora ANA MARGOT HORTUA, de fecha 12 de agosto 

de 2022, en contra del señor LUIS DANIEL VEGA CASTILLO, por el incumplimiento 

a la medida de protección fechada 06 de septiembre de 2010, en la que manifestó: 

“(…) la relación con Luis no es la mejor, nos conocemos hace más de 40 años, 

tuvimos problemas porque él me fue infiel y tuvo otro hijo, siempre ha sido agresivo, 

me golpeaba, prueba de ello la MP del 2010 (…).” 

 
-Ratificación de los hechos y Declaración de la señora ANA MARGOT HORTUA, se 
ratificó de los hechos denunciados en contra  del señor LUIS DANIEL VEGA 
CASTILLO. 

 

-Descargos rendidos por el señor LUIS DANIEL VEGA CASTILLO, quien ha 
aceptado los cargos parcialmente y en síntesis manifestó: “Doctora, algunas cosas 
son ciertas (…) los dos empezamos a discutir, ella echó candado y empezamos a 
forcejear porque me dio mal genio” 

 
Relacionadas las pruebas entra el Despacho a su análisis en conjunto  del anterior 

material probatorio, concluyendo que el señor LUIS DANIEL VEGA CASTILLO, ha 

incumplido la medida de protección definitiva a él impuesta, pues continuó 

ejecutando actos de violencia física contra de la señora ANA MARGOT HORTUA, 

los cuales se tuvieron por ciertos, ya que al momento de rendir los descargos acepto 

el maltrato hacia la referida, lo que es clara desobediencia de la medida de la misma, 

lo que bajo ninguna circunstancia tiene justificación, máxime cuando el incidentado 

conocía las implicaciones legales por el incumplimiento. 

 
Además, al presentarse varias formas de actos de violencia, encontrándose entre 

ellos el: 1.- Maltrato Físico, cuando se ocasionan lesiones en el cuerpo por medio 

de golpes, quemaduras estrangulamiento entre otros, produciendo lesiones 

temporales o definitivas; 2.- Maltrato Psicológico al darse actitudes de desprecio, 

control, burla, vigilancia de los actos del otro y la toma de decisiones importantes para 

la familia; 3.- Maltrato Verbal que se produce cuando una persona critica o insulta 

a otra persona. Es una forma destructiva de comunicación destinada a dañar el 

concepto de sí mismo de la otra persona y producir en ella emociones negativas. 

 
El abuso verbal es un mecanismo de defensa inadaptado que cualquiera puede 

tener ocasionalmente, como en momentos de gran estrés o incomodidad física. Para 

algunas personas, es un patrón de conductas utilizadas intencionalmente para 

controlar o manipular a otros o para vengarse, se reitera, que la actitud desplegada 

por el señor LUIS DANIEL VEGA CASTILLO, encaja con una forma de maltrato, 

esto es, la física y verbal, lo cual es inaceptable si se tiene en cuenta que esas 

actitudes generan una violencia intrafamiliar. 

 
Así mismo, se debe tener en cuenta que la Corte Constitucional ha sido clara al 

indicar que existe un deber constitucional de los operadores judiciales cuando se 

enfrenten a esta clase de casos, estando en la obligación de eliminar toda forma de 

discriminación en contra de la mujer, siendo obligatorio incorporar criterios de género 

diferentes a los que tradicionalmente se utilizan para solucionar tales casos. 

 
Por todo lo anterior, sin ser necesarias otras consideraciones, se CONFIRMARÁ la 

https://es.wikipedia.org/wiki/Mecanismo_de_defensa


  

resolución objeto de consulta mediante la cual se le impuso como sanción de 

incumplimiento a la accionada la multa equivalente a dos (02) salarios mínimos 

mensuales legales vigentes, la que se observa proporcional a la gravedad de los 

hechos constitutivos de violencia intrafamiliar cuando por primera vez se han 

incumplido las medidas de protección impuestas. 

 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE BOGOTÁ 

D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA DE 

COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución proferida el 03 de octubre de 2010  por 

Comisaria Diecinueve de Familia Ciudad Bolivar, en el trámite del incidente por 

primer Incumplimiento a la Medida de Protección instaurada por la señora ANA 

MARGOT HORTUA y en contra del señor LUIS DANIEL VEGA CASTILLO, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: DEVOLVER las presentes diligencias a la Comisaría de origen, previas 

las desanotaciones del caso. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
FABIOLA RICO CONTRERAS 

JUEZ 
SYGM 

 
 

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD DE 

BOGOTA D.C. 
 

La providencia anterior se notificó por estado N°004  
de hoy 16/01/2023 

 

Luis Cesar Sastoque Romero 
Secretario 



  

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD 

Bogotá D.C., Trece (13) de Enero de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

 

 

 

Procede el Juzgado a decidir el grado jurisdiccional de consulta al que se encuentra 

sometido el fallo proferido por la Comisaria Diecinueve de Familia Ciudad Bolivar, 

dentro del Incidente de Primer Incumplimiento de la Medida de Protección de la 

referencia. 

 
ANTECEDENTES 

 

1º.- La señora DERLYN JOHANNA GARZÓN TRIANA, solicitó Medida de 

Protección a favor suyo y en contra del señor GIOVANY MARTÍNEZ MARTÍNEZ de 

violencia intrafamiliar en su contra, que culminó con la Resolución  que profirió la 

Comisaria Diecinueve de Familia Ciudad Bolivar, el día 12 de febrero de 2015, 

mediante la cual impuso medida de protección definitiva a su favor suyo, en la que 

ordenó al señor GIOVANY MARTÍNEZ MARTÍNEZ, se abstenga de realizar 

cualquier comportamiento, acto o acción de violencia física, verbal, insultos ofensa, 

amenazas o provocación en donde se encuentre la DERLYN JOHANNA GARZÓN 

TRIANA. 

2º.- Por solicitud de la señora DERLYN JOHANNA GARZÓN TRIANA, se dio inicio, 

el 08 de octubre de 2022, al trámite del primer incidente por  incumplimiento a la 

medida de protección, con sustento en el acontecimiento de nuevos hechos de 

violencia intrafamiliar en su contra, ordenándose admitir, citar a las partes a la 

audiencia que señala el artículo 12º ibídem y notificarlos en legal forma. 

3º.- La audiencia prevista en el inciso 2 del artículo 17 de la Ley 294 de 1996, 

modificado por el artículo 7º de la Ley 575 de 2000, tuvo lugar el día 28 de octubre 

de 2022. En la cual se procedió al examen del caso y a su resolución de fondo 

imponiendo al señor GIOVANY MARTÍNEZ MARTÍNEZ, como sanción multa 

equivalente a tres (03) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por encontrar 

probados los actos de violencia intrafamiliar en contra de la señora DERLYN 

JOHANNA GARZÓN TRIANA. 

Surtido el trámite de rigor se procede a decidir la consulta, previas las siguientes, 

 

 
CONSIDERACIONES: 

 

En el presente asunto se encuentran reunidos todos y cada uno de los presupuestos 

procesales exigidos por la Doctrina y la jurisprudencia por lo que corresponderá 

proferir decisión de mérito. De otra parte, no se encuentra vicio alguno que dé lugar 

a invalidar total o parcialmente la actuación surtida. 

El artículo 42 de la Constitución Política consagra: «La familia es el núcleo 

fundamental de la sociedad. Se constituye por los vínculos naturales o jurídicos, por 
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la decisión libre de una mujer de contraer matrimonio o por voluntad responsable 

de conformarla». Por lo anterior, el Estado está en el deber de protegerla por ser 

elemento básico de la sociedad colombiana y todo factor destructivo de la armonía 

y la unidad familiar, debe ser evitado, controlado y erradicado. Así mismo, cabe 

anotar que la Doctrina ha definido la violencia intrafamiliar como toda conducta 

realizada por un integrante de la familia contra otro, que le ocasione o le pueda 

ocasionar la muerte, daño en el cuerpo o en la salud, sufrimiento físico, emocional, 

psicológico, sexual, o que afecte o pueda afectar su autonomía o su dignidad. 

 
El ideal de la familia es la armonía, la comprensión y el entendimiento que conllevan la 

estabilidad y la placentera convivencia entre sus miembros. El resquebrajamiento de 

ese estado, por lo general tiene su génesis en los maltratamientos físicos o sicológicos 

de que se hacen víctimas los cónyuges (o compañeros) entre sí o éstos a su prole y 

demás personas que la conforma. Esas conductas que hacen imposible la comunidad 

de vida en la familia y que se constituyen en irrespeto entre quienes la componen es 

deber del Estado prevenirlas y sancionarlas si es que se han producido. 

 
Precisamente con el fin de sancionar las conductas atentatorias contra la estabilidad 

física, emocional y psicológica de la familia, el legislador promulgó la Ley 294 de 1996 

(modificada por la Ley 575 de 2000 y Decreto 652 de 2001), mediante la cual 

desarrolló el artículo 42 de la Carta Política, ley que contiene normas para prevenir, 

remediar y sancionar los actos constitutivos de violencia intrafamiliar. 

 
Señala el literal a) del artículo 7 de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 4º 

de la Ley 575 de 2000, que “El incumplimiento de las medidas de protección, dará 

lugar a las siguientes sanciones: a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez 

(10) salarios mínimos legales mensuales, convertibles en arresto, la cual debe 

consignarse dentro de los cinco (5) días siguientes a su imposición… (…)”. 

 
A su turno el artículo 17 de la Ley 294 de 1996 modificado por el artículo 11 de la 

Ley 575 de 2000 señala que “... Las sanciones por incumplimiento de las medidas 

de protección se impondrán en audiencia que deberá celebrarse dentro de los diez 

(10) días siguientes a su solicitud, luego de haberse practicado las pruebas 

pertinentes y oídos los descargos de la parte acusada…”. El artículo 12 del Decreto 

652 del año 2001 señala que “De conformidad con el artículo 11 de la Ley 575 de 

2000, el trámite de las sanciones por incumplimiento de las medidas de protección 

se realizará en lo no escrito con sujeción a las normas procesales contenidas en el 

Decreto 2591 de 1991, en sus artículos 52 y siguientes del Capítulo V de Sanciones.” 

 
Luego de esbozado el marco legal aplicable al asunto será del caso entrar al estudio 

de las pruebas recaudadas dentro del presente incidente de incumplimiento a la 

medida de protección, con el fin de establecer si la providencia consultada se 

encuentra o no ajustada a derecho. 

 
Es así que la demostración de los supuestos de hecho aducidos, sólo es posible con 

apoyo en las pruebas legal y oportunamente arrimadas al presente   trámite y en este 

caso, la prueba debe estar dirigida a demostrar que efectivamente el señor 

GIOVANY MARTÍNEZ MARTÍNEZ incumplió la medida de protección definitiva que 

le fue impuesta en la providencia de fecha 12 de febrero de 2015. 

 



  

En la actuación incidental se tuvo en cuenta como elementos de juicio que 

fundamentaron la decisión, los siguientes: 

 
-Denuncia presentada por la señora DERLYN JOHANNA GARZÓN TRIANA, de 

fecha 08 de octubre de 2022, en contra del señor GIOVANY MARTÍNEZ MARTÍNEZ, 

por el incumplimiento a la medida de protección fechada 12 de febrero de 2015, en 

la que manifestó: “ (…) si me amenaza, que si me pasa algo ya sé, que así le toque 

ir a la cárcel, no le importa (…).” 

 
-Ratificación de los hechos y Declaración de la señora DERLYN JOHANNA 
GARZÓN TRIANA, se ratificó de los hechos denunciados en contra  del señor 
GIOVANY MARTÍNEZ MARTÍNEZ. 

 

-Descargos rendidos por el señor GIOVANY MARTÍNEZ MARTÍNEZ, quien no ha 
aceptado los cargos y en síntesis manifestó: “yo me acerqué a la residencia en un 
piso 5, yo esperé en el piso 1, la señora Dilia Triana me dijo que no me la dejaba 
ver sin autorización de Johana, yo le dije que esperaría (…)” 

 
Relacionadas las pruebas entra el Despacho a su análisis en conjunto  del anterior 

material probatorio, concluyendo que el señor GIOVANY MARTÍNEZ MARTÍNEZ, 

ha incumplido la medida de protección definitiva a él impuesta, pues continuó 

ejecutando actos de violencia física contra de la señora DERLYN JOHANNA 

GARZÓN TRIANA, los cuales se tuvieron por ciertos, ya que al momento de rendir 

los descargos acepto el maltrato hacia la referida, lo que es clara desobediencia de 

la medida de la misma, lo que bajo ninguna circunstancia tiene justificación, máxime 

cuando el incidentado conocía las implicaciones legales por el incumplimiento. 

 
Además, al presentarse varias formas de actos de violencia, encontrándose entre 

ellos el: 1.- Maltrato Físico, cuando se ocasionan lesiones en el cuerpo por medio 

de golpes, quemaduras estrangulamiento entre otros, produciendo lesiones 

temporales o definitivas; 2.- Maltrato Psicológico al darse actitudes de desprecio, 

control, burla, vigilancia de los actos del otro y la toma de decisiones importantes para 

la familia; 3.- Maltrato Verbal que se produce cuando una persona critica o insulta 

a otra persona. Es una forma destructiva de comunicación destinada a dañar el 

concepto de sí mismo de la otra persona y producir en ella emociones negativas. 

 
El abuso verbal es un mecanismo de defensa inadaptado que cualquiera puede 

tener ocasionalmente, como en momentos de gran estrés o incomodidad física. Para 

algunas personas, es un patrón de conductas utilizadas intencionalmente para 

controlar o manipular a otros o para vengarse, se reitera, que la actitud desplegada 

por el señor GIOVANY MARTÍNEZ MARTÍNEZ, encaja con una forma de maltrato, 

esto es, la física y verbal, lo cual es inaceptable si se tiene en cuenta que esas 

actitudes generan una violencia intrafamiliar. 

 
Así mismo, se debe tener en cuenta que la Corte Constitucional ha sido clara al 

indicar que existe un deber constitucional de los operadores judiciales cuando se 

enfrenten a esta clase de casos, estando en la obligación de eliminar toda forma de 

discriminación en contra de la mujer, siendo obligatorio incorporar criterios de género 

diferentes a los que tradicionalmente se utilizan para solucionar tales casos. 

 
Por todo lo anterior, sin ser necesarias otras consideraciones, se CONFIRMARÁ la 

https://es.wikipedia.org/wiki/Mecanismo_de_defensa


  

resolución objeto de consulta mediante la cual se le impuso como sanción de 

incumplimiento a la accionada la multa equivalente a tres (03) salarios mínimos 

mensuales legales vigentes, la que se observa proporcional a la gravedad de los 

hechos constitutivos de violencia intrafamiliar cuando por primera vez se han 

incumplido las medidas de protección impuestas. 

 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE BOGOTÁ 

D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA DE 

COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución proferida el 28 de octubre de 2022  por 

Comisaria Diecinueve de Familia Ciudad Bolivar, en el trámite del incidente por 

primer Incumplimiento a la Medida de Protección instaurada por la señora DERLYN 

JOHANNA GARZÓN TRIANA y en contra del señor GIOVANY MARTÍNEZ 

MARTÍNEZ, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: DEVOLVER las presentes diligencias a la Comisaría de origen, previas 

las desanotaciones del caso. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
FABIOLA RICO CONTRERAS 

JUEZ 
SYGM 

 
 

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD DE 

BOGOTA D.C. 
 

La providencia anterior se notificó por estado N°004  
de hoy 16/01/2023 

 

Luis Cesar Sastoque Romero 
Secretario 



  

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD 

Bogotá D.C., Trece (13) de Enero de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

 

 

 

Procede el Juzgado a decidir el grado jurisdiccional de consulta al que se encuentra 

sometido el fallo proferido por la Comisaria Novena de Familia Fontibón, dentro del 

Incidente de Primer Incumplimiento de la Medida de Protección de la referencia. 

 
ANTECEDENTES 

 

1º.- La señora DIANA PAOLA ALEMAN REYES, solicitó Medida de Protección a 

favor suyo y en contra del señor JOHN JAIRO PARRA RODRÍGUEZ de violencia 

intrafamiliar en su contra, que culminó con la Resolución  que profirió la Comisaria 

Novena de Familia Fontibón, el día 28 de septiembre de 2022, mediante la cual 

impuso medida de protección definitiva a su favor suyo, en la que ordenó al señor 

JOHN JAIRO PARRA RODRÍGUEZ, se abstenga de realizar cualquier 

comportamiento, acto o acción de violencia física, verbal, insultos ofensa, amenazas 

o provocación en donde se encuentre la DIANA PAOLA ALEMAN REYES. 

2º.- Por solicitud de la señora DIANA PAOLA ALEMAN REYES se dio inicio, el 06 

de octubre de 2022, al trámite del primer incidente por  incumplimiento a la medida 

de protección, con sustento en el acontecimiento de nuevos hechos de violencia 

intrafamiliar en su contra, ordenándose admitir, citar a las partes a la audiencia que 

señala el artículo 12º ibídem y notificarlos en legal forma. 

3º.- La audiencia prevista en el inciso 2 del artículo 17 de la Ley 294 de 1996, 

modificado por el artículo 7º de la Ley 575 de 2000, tuvo lugar el día 19 de octubre 

de 2022. En la cual se procedió al examen del caso y a su resolución de fondo 

imponiendo al señor JOHN JAIRO PARRA RODRÍGUEZ, como sanción multa 

equivalente a dos (02) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por encontrar 

probados los actos de violencia intrafamiliar en contra de la señora DIANA PAOLA 

ALEMAN REYES. 

Surtido el trámite de rigor se procede a decidir la consulta, previas las siguientes, 

 
 

CONSIDERACIONES: 
 

En el presente asunto se encuentran reunidos todos y cada uno de los presupuestos 

procesales exigidos por la Doctrina y la jurisprudencia por lo que corresponderá 

proferir decisión de mérito. De otra parte, no se encuentra vicio alguno que dé lugar 

a invalidar total o parcialmente la actuación surtida. 

El artículo 42 de la Constitución Política consagra: «La familia es el núcleo 

fundamental de la sociedad. Se constituye por los vínculos naturales o jurídicos, por 

la decisión libre de una mujer de contraer matrimonio o por voluntad responsable 

de conformarla». Por lo anterior, el Estado está en el deber de protegerla por ser 
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elemento básico de la sociedad colombiana y todo factor destructivo de la armonía 

y la unidad familiar, debe ser evitado, controlado y erradicado. Así mismo, cabe 

anotar que la Doctrina ha definido la violencia intrafamiliar como toda conducta 

realizada por un integrante de la familia contra otro, que le ocasione o le pueda 

ocasionar la muerte, daño en el cuerpo o en la salud, sufrimiento físico, emocional, 

psicológico, sexual, o que afecte o pueda afectar su autonomía o su dignidad. 

 
El ideal de la familia es la armonía, la comprensión y el entendimiento que conllevan la 

estabilidad y la placentera convivencia entre sus miembros. El resquebrajamiento de 

ese estado, por lo general tiene su génesis en los maltratamientos físicos o sicológicos 

de que se hacen víctimas los cónyuges (o compañeros) entre sí o éstos a su prole y 

demás personas que la conforma. Esas conductas que hacen imposible la comunidad 

de vida en la familia y que se constituyen en irrespeto entre quienes la componen es 

deber del Estado prevenirlas y sancionarlas si es que se han producido. 

 
Precisamente con el fin de sancionar las conductas atentatorias contra la estabilidad 

física, emocional y psicológica de la familia, el legislador promulgó la Ley 294 de 1996 

(modificada por la Ley 575 de 2000 y Decreto 652 de 2001), mediante la cual 

desarrolló el artículo 42 de la Carta Política, ley que contiene normas para prevenir, 

remediar y sancionar los actos constitutivos de violencia intrafamiliar. 

 
Señala el literal a) del artículo 7 de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 4º 

de la Ley 575 de 2000, que “El incumplimiento de las medidas de protección, dará 

lugar a las siguientes sanciones: a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez 

(10) salarios mínimos legales mensuales, convertibles en arresto, la cual debe 

consignarse dentro de los cinco (5) días siguientes a su imposición… (…)”. 

 
A su turno el artículo 17 de la Ley 294 de 1996 modificado por el artículo 11 de la 

Ley 575 de 2000 señala que “... Las sanciones por incumplimiento de las medidas 

de protección se impondrán en audiencia que deberá celebrarse dentro de los diez 

(10) días siguientes a su solicitud, luego de haberse practicado las pruebas 

pertinentes y oídos los descargos de la parte acusada…”. El artículo 12 del Decreto 

652 del año 2001 señala que “De conformidad con el artículo 11 de la Ley 575 de 

2000, el trámite de las sanciones por incumplimiento de las medidas de protección 

se realizará en lo no escrito con sujeción a las normas procesales contenidas en el 

Decreto 2591 de 1991, en sus artículos 52 y siguientes del Capítulo V de Sanciones.” 

 
Luego de esbozado el marco legal aplicable al asunto será del caso entrar al estudio 

de las pruebas recaudadas dentro del presente incidente de incumplimiento a la 

medida de protección, con el fin de establecer si la providencia consultada se 

encuentra o no ajustada a derecho. 

 
Es así que la demostración de los supuestos de hecho aducidos, sólo es posible con 

apoyo en las pruebas legal y oportunamente arrimadas al presente   trámite y en este 

caso, la prueba debe estar dirigida a demostrar que efectivamente el señor JOHN 

JAIRO PARRA RODRÍGUEZ incumplió la medida de protección definitiva que le fue 

impuesta en la providencia de fecha 28 de septiembre de 2022. 

 

En la actuación incidental se tuvo en cuenta como elementos de juicio que 

fundamentaron la decisión, los siguientes: 



  

-Denuncia presentada por la señora DIANA PAOLA ALEMAN REYES, de fecha 06 

de Octubre de 2022, en contra del señor JOHN JAIRO PARRA RODRÍGUEZ, por el 

incumplimiento a la medida de protección fechada 28 de septiembre de 2022, en la 

que manifestó: “(…) él estaba fuera de sí, yo nunca lo había visto así, estaba como 

drogado, por eso los policías entendieron eso y llamaron a la ambulancia 

psiquiátrica, él si rompió la puerta del cuarto, pidió comida, le di 2 presas, y rompió 

la sala (…).” 

 
-Ratificación de los hechos y Declaración de la señora DIANA PAOLA ALEMAN 
REYES, se ratificó de los hechos denunciados en contra  del señor JOHN JAIRO 
PARRA RODRÍGUEZ. 

 

-Descargos rendidos por el señor JOHN JAIRO PARRA RODRÍGUEZ, quien no ha 
aceptado los cargos parcialmente y en síntesis manifestó: “Doctora, algunas cosas 
son ciertas (…) no pensé estar involucrado en este problema, ese día me sentí 
intoxicado, cometí un error, a mí no me notificaron del fallo de la medida” 

 
Relacionadas las pruebas entra el Despacho a su análisis en conjunto  del anterior 

material probatorio, concluyendo que el señor JOHN JAIRO PARRA RODRÍGUEZ, 

ha incumplido la medida de protección definitiva a él impuesta, pues continuó 

ejecutando actos de violencia física contra de la señora DIANA PAOLA ALEMAN 

REYES, los cuales se tuvieron por ciertos, ya que al momento de rendir los 

descargos acepto el maltrato hacia la referida, lo que es clara desobediencia de la 

medida de la misma, lo que bajo ninguna circunstancia tiene justificación, máxime 

cuando el incidentado conocía las implicaciones legales por el incumplimiento. 

 
Además, al presentarse varias formas de actos de violencia, encontrándose entre 

ellos el: 1.- Maltrato Físico, cuando se ocasionan lesiones en el cuerpo por medio 

de golpes, quemaduras estrangulamiento entre otros, produciendo lesiones 

temporales o definitivas; 2.- Maltrato Psicológico al darse actitudes de desprecio, 

control, burla, vigilancia de los actos del otro y la toma de decisiones importantes para 

la familia; 3.- Maltrato Verbal que se produce cuando una persona critica o insulta 

a otra persona. Es una forma destructiva de comunicación destinada a dañar el 

concepto de sí mismo de la otra persona y producir en ella emociones negativas. 

 
El abuso verbal es un mecanismo de defensa inadaptado que cualquiera puede 

tener ocasionalmente, como en momentos de gran estrés o incomodidad física. Para 

algunas personas, es un patrón de conductas utilizadas intencionalmente para 

controlar o manipular a otros o para vengarse, se reitera, que la actitud desplegada 

por el señor JOHN JAIRO PARRA RODRÍGUEZ, encaja con una forma de maltrato, 

esto es, la física y verbal, lo cual es inaceptable si se tiene en cuenta que esas 

actitudes generan una violencia intrafamiliar. 

 
Así mismo, se debe tener en cuenta que la Corte Constitucional ha sido clara al 

indicar que existe un deber constitucional de los operadores judiciales cuando se 

enfrenten a esta clase de casos, estando en la obligación de eliminar toda forma de 

discriminación en contra de la mujer, siendo obligatorio incorporar criterios de género 

diferentes a los que tradicionalmente se utilizan para solucionar tales casos. 

 
Por todo lo anterior, sin ser necesarias otras consideraciones, se CONFIRMARÁ la 

resolución objeto de consulta mediante la cual se le impuso como sanción de 

https://es.wikipedia.org/wiki/Mecanismo_de_defensa


  

incumplimiento a la accionada la multa equivalente a dos (02) salarios mínimos 

mensuales legales vigentes, la que se observa proporcional a la gravedad de los 

hechos constitutivos de violencia intrafamiliar cuando por primera vez se han 

incumplido las medidas de protección impuestas. 

 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE BOGOTÁ 

D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA DE 

COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución proferida el 19 de octubre de 2022 por 

Comisaria Novena de Familia Fontibón, en el trámite del incidente por primer 

Incumplimiento a la Medida de Protección instaurada por la señora DIANA PAOLA 

ALEMAN REYES y en contra del señor JOHN JAIRO PARRA RODRÍGUEZ, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: DEVOLVER las presentes diligencias a la Comisaría de origen, previas 

las desanotaciones del caso. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
FABIOLA RICO CONTRERAS 

JUEZ 
SYGM 

 
 

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD DE 

BOGOTA D.C. 
 

La providencia anterior se notificó por estado N°004  
de hoy 16/01/2023 

 

Luis Cesar Sastoque Romero 
Secretario 



  

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD 

Bogotá D.C., Trece (13) de Enero de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

 

 

 

Procede el Juzgado a decidir el grado jurisdiccional de consulta al que se encuentra 

sometido el fallo proferido por la Comisaria Octava de Familia Kennedy I, dentro del 

Incidente de Primer Incumplimiento de la Medida de Protección de la referencia. 

 
ANTECEDENTES 

 

1º.- El señor PEDRO LEONARDO GAMEZ CALDERON, solicitó Medida de 

Protección a favor suyo y en contra de la señora ELIANA PATRICIA LÓPEZ 

CASTRO de violencia intrafamiliar en su contra, que culminó con la Resolución  que 

profirió la Comisaria Octava de Familia Kennedy I, el día 15 de enero de 2018, 

mediante la cual impuso medida de protección definitiva a su favor suyo, en la que 

ordenó a la señora ELIANA PATRICIA LÓPEZ CASTRO, se abstenga de realizar 

cualquier comportamiento, acto o acción de violencia física, verbal, insultos ofensa, 

amenazas o provocación en donde se encuentre el señor PEDRO LEONARDO 

GAMEZ CALDERON. 

2º.- Por solicitud del señor PEDRO LEONARDO GAMEZ CALDERON se dio inicio, 

el 26 de julio de 2022, al trámite del primer incidente por  incumplimiento a la medida 

de protección, con sustento en el acontecimiento de nuevos hechos de violencia 

intrafamiliar en su contra, ordenándose admitir, citar a las partes a la audiencia que 

señala el artículo 12º ibídem y notificarlos en legal forma. 

3º.- La audiencia prevista en el inciso 2 del artículo 17 de la Ley 294  de 1996, 

modificado por el artículo 7º de la Ley 575 de 2000, tuvo lugar el día 04 de agosto 

de 2022. En la cual se procedió al examen del caso y a su resolución de fondo 

imponiendo a la señora ELIANA PATRICIA LÓPEZ CASTRO, como sanción multa 

equivalente a dos (02) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por encontrar 

probados los actos de violencia intrafamiliar en contra del señor PEDRO 

LEONARDO GAMEZ CALDERON. 

Surtido el trámite de rigor se procede a decidir la consulta, previas las siguientes, 

 
 

CONSIDERACIONES: 
 

En el presente asunto se encuentran reunidos todos y cada uno de los presupuestos 

procesales exigidos por la Doctrina y la jurisprudencia por lo que corresponderá 

proferir decisión de mérito. De otra parte, no se encuentra vicio alguno que dé lugar 

a invalidar total o parcialmente la actuación surtida. 

El artículo 42 de la Constitución Política consagra: «La familia es el núcleo 

fundamental de la sociedad. Se constituye por los vínculos naturales o jurídicos, por 

la decisión libre de una mujer de contraer matrimonio o por voluntad responsable 
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de conformarla». Por lo anterior, el Estado está en el deber de protegerla por ser 

elemento básico de la sociedad colombiana y todo factor destructivo de la armonía 

y la unidad familiar, debe ser evitado, controlado y erradicado. Así mismo, cabe 

anotar que la Doctrina ha definido la violencia intrafamiliar como toda conducta 

realizada por un integrante de la familia contra otro, que le ocasione o le pueda 

ocasionar la muerte, daño en el cuerpo o en la salud, sufrimiento físico, emocional, 

psicológico, sexual, o que afecte o pueda afectar su autonomía o su dignidad. 

 
El ideal de la familia es la armonía, la comprensión y el entendimiento que conllevan la 

estabilidad y la placentera convivencia entre sus miembros. El resquebrajamiento de 

ese estado, por lo general tiene su génesis en los maltratamientos físicos o sicológicos 

de que se hacen víctimas los cónyuges (o compañeros) entre sí o éstos a su prole y 

demás personas que la conforma. Esas conductas que hacen imposible la comunidad 

de vida en la familia y que se constituyen en irrespeto entre quienes la componen es 

deber del Estado prevenirlas y sancionarlas si es que se han producido. 

 
Precisamente con el fin de sancionar las conductas atentatorias contra la estabilidad 

física, emocional y psicológica de la familia, el legislador promulgó la Ley 294 de 1996 

(modificada por la Ley 575 de 2000 y Decreto 652 de 2001), mediante la cual 

desarrolló el artículo 42 de la Carta Política, ley que contiene normas para prevenir, 

remediar y sancionar los actos constitutivos de violencia intrafamiliar. 

 
Señala el literal a) del artículo 7 de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 4º 

de la Ley 575 de 2000, que “El incumplimiento de las medidas de protección, dará 

lugar a las siguientes sanciones: a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez 

(10) salarios mínimos legales mensuales, convertibles en arresto, la cual debe 

consignarse dentro de los cinco (5) días siguientes a su imposición… (…)”. 

 
A su turno el artículo 17 de la Ley 294 de 1996 modificado por el artículo 11 de la 

Ley 575 de 2000 señala que “... Las sanciones por incumplimiento de las medidas 

de protección se impondrán en audiencia que deberá celebrarse dentro de los diez 

(10) días siguientes a su solicitud, luego de haberse practicado las pruebas 

pertinentes y oídos los descargos de la parte acusada…”. El artículo 12 del Decreto 

652 del año 2001 señala que “De conformidad con el artículo 11 de la Ley 575 de 

2000, el trámite de las sanciones por incumplimiento de las medidas de protección 

se realizará en lo no escrito con sujeción a las normas procesales contenidas en el 

Decreto 2591 de 1991, en sus artículos 52 y siguientes del Capítulo V de Sanciones.” 

 
Luego de esbozado el marco legal aplicable al asunto será del caso entrar al estudio 

de las pruebas recaudadas dentro del presente incidente de incumplimiento a la 

medida de protección, con el fin de establecer si la providencia consultada se 

encuentra o no ajustada a derecho. 

 
Es así que la demostración de los supuestos de hecho aducidos, sólo es posible con 

apoyo en las pruebas legal y oportunamente arrimadas al presente   trámite y en este 

caso, la prueba debe estar dirigida a demostrar que efectivamente la señora 

ELIANA PATRICIA LÓPEZ CASTRO incumplió la medida de protección definitiva 

que le fue impuesta en la providencia de fecha 15 de enero de 2018. 

 

En la actuación incidental se tuvo en cuenta como elementos de juicio que 



  

fundamentaron la decisión, los siguientes: 

-Denuncia presentada por el señor PEDRO LEONARDO GAMEZ CALDERON, de 

fecha 26 de julio de 2022, en contra la señora ELIANA PATRICIA LÓPEZ CASTRO, 

por el incumplimiento a la medida de protección fechada 15 de julio de 2018, en la 

que manifestó: “(…) tuvimos una discusión presencial días antes porque yo le dije 

que tuviera cuidado con su novio, porque me dijo que era consumidor y tenía 

problemas legales (…) luego me dijo groserías en llamada, que me iba a matar, que 

me iba a mandar al novio.” 

 
-Ratificación de los hechos y Declaración del señor PEDRO LEONARDO GAMEZ 
CALDERON, se ratificó de los hechos denunciados en contra  de la señora ELIANA 
PATRICIA LÓPEZ CASTRO. 

 

-Descargos rendidos por la señora ELIANA PATRICIA LÓPEZ CASTRO, quien no 
ha aceptado los cargos parcialmente dado que no se ha hecho presente en la 
diligencia, luego de haber sido bien notificada. 

 
Relacionadas las pruebas entra el Despacho a su análisis en conjunto  del anterior 

material probatorio, concluyendo que la señora ELIANA PATRICIA LÓPEZ 

CASTRO, ha incumplido la medida de protección definitiva a él impuesta, pues 

continuó ejecutando actos de violencia física contra del señor PEDRO LEONARDO 

GAMEZ CALDERON, los cuales se tuvieron por ciertos, ya que al momento de 

rendir los descargos acepto el maltrato hacia la referida, lo que es clara 

desobediencia de la medida de la misma, lo que bajo ninguna circunstancia tiene 

justificación, máxime cuando el incidentado conocía las implicaciones legales por el 

incumplimiento. 

 
Además, al presentarse varias formas de actos de violencia, encontrándose entre 

ellos el: 1.- Maltrato Físico, cuando se ocasionan lesiones en el cuerpo por medio 

de golpes, quemaduras estrangulamiento entre otros, produciendo lesiones 

temporales o definitivas; 2.- Maltrato Psicológico al darse actitudes de desprecio, 

control, burla, vigilancia de los actos del otro y la toma de decisiones importantes para 

la familia; 3.- Maltrato Verbal que se produce cuando una persona critica o insulta 

a otra persona. Es una forma destructiva de comunicación destinada a dañar el 

concepto de sí mismo de la otra persona y producir en ella emociones negativas. 

 
El abuso verbal es un mecanismo de defensa inadaptado que cualquiera puede 

tener ocasionalmente, como en momentos de gran estrés o incomodidad física. Para 

algunas personas, es un patrón de conductas utilizadas intencionalmente para 

controlar o manipular a otros o para vengarse, se reitera, que la actitud desplegada 

por la señora ELIANA PATRICIA LÓPEZ CASTRO, encaja con una forma de 

maltrato, esto es, la física y verbal, lo cual es inaceptable si se tiene en cuenta que 

esas actitudes generan una violencia intrafamiliar. 

 
Así mismo, se debe tener en cuenta que la Corte Constitucional ha sido clara al 

indicar que existe un deber constitucional de los operadores judiciales cuando se 

enfrenten a esta clase de casos, estando en la obligación de eliminar toda forma de 

discriminación en contra de la mujer, siendo obligatorio incorporar criterios de género 

diferentes a los que tradicionalmente se utilizan para solucionar tales casos. 
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Por todo lo anterior, sin ser necesarias otras consideraciones, se CONFIRMARÁ la 

resolución objeto de consulta mediante la cual se le impuso como sanción de 

incumplimiento a la accionada la multa equivalente a dos (02) salarios mínimos 

mensuales legales vigentes, la que se observa proporcional a la gravedad de los 

hechos constitutivos de violencia intrafamiliar cuando por primera vez se han 

incumplido las medidas de protección impuestas. 

 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE BOGOTÁ 

D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA DE 

COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución proferida el 04 de agosto de 2022  por 

Comisaria Octava de Familia Kennedy I, en el trámite del incidente por primer 

Incumplimiento a la Medida de Protección instaurada por el señor PEDRO 

LEONARDO GAMEZ CALDERON y en contra de la señora ELIANA PATRICIA 

LÓPEZ CASTRO, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: DEVOLVER las presentes diligencias a la Comisaría de origen, previas 

las desanotaciones del caso. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
FABIOLA RICO CONTRERAS 

JUEZ 
SYGM 

 
 

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD DE 

BOGOTA D.C. 
 

La providencia anterior se notificó por estado N°004  
de hoy 16/01/2023 

 

Luis Cesar Sastoque Romero 

Secretario 



  

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD 

Bogotá D.C., Trece (13) de Enero de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

 

 

 

Procede el Juzgado a decidir el grado jurisdiccional de consulta al que se encuentra 

sometido el fallo proferido por la Comisaria Decima de Familia Engativa I, dentro del 

Incidente de Primer Incumplimiento de la Medida de Protección de la referencia. 

 
ANTECEDENTES 

 

1º.- La señora JEIMI JULIETH GUTIÉRREZ COBA, solicitó Medida de Protección a 

favor suyo y en contra del señor CAMILO ANTONIO IRIARTE MARCIA de violencia 

intrafamiliar en su contra, que culminó con la Resolución  que profirió la Comisaria 

Decima de Familia Engativa I, el día 14 de septiembre de 2020, mediante la cual 

impuso medida de protección definitiva a su favor suyo, en la que ordenó al señor 

CAMILO ANTONIO IRIARTE MARCIA, se abstenga de realizar cualquier 

comportamiento, acto o acción de violencia física, verbal, insultos ofensa, amenazas 

o provocación en donde se encuentre la JEIMI JULIETH GUTIÉRREZ COBA. 

 

2º.- Por solicitud de la señora JEIMI JULIETH GUTIÉRREZ COBA, se dio inicio, el 

08 de octubre de 2022, al trámite del primer incidente por  incumplimiento a la medida 

de protección, con sustento en el acontecimiento de nuevos hechos de violencia 

intrafamiliar en su contra, ordenándose admitir, citar a las partes a la audiencia que 

señala el artículo 12º ibídem y notificarlos en legal forma. 

 

3º.- La audiencia prevista en el inciso 2 del artículo 17 de la Ley 294 de 1996, 

modificado por el artículo 7º de la Ley 575 de 2000, tuvo lugar el día 28 de octubre 

de 2022. En la cual se procedió al examen del caso y a su resolución de fondo 

imponiendo al señor CAMILO ANTONIO IRIARTE MARCIA, como sanción multa 

equivalente a cuatro (04) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por 

encontrar probados los actos de violencia intrafamiliar en contra de la señora JEIMI 

JULIETH GUTIÉRREZ COBA. 

 

Surtido el trámite de rigor se procede a decidir la consulta, previas las siguientes, 

 
 

CONSIDERACIONES: 
 

En el presente asunto se encuentran reunidos todos y cada uno de los presupuestos 

procesales exigidos por la Doctrina y la jurisprudencia por lo que corresponderá 

proferir decisión de mérito. De otra parte, no se encuentra vicio alguno que dé lugar 

a invalidar total o parcialmente la actuación surtida. 
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El artículo 42 de la Constitución Política consagra: «La familia es el núcleo 

fundamental de la sociedad. Se constituye por los vínculos naturales o jurídicos, por 

la decisión libre de una mujer de contraer matrimonio o por voluntad responsable 

de conformarla». Por lo anterior, el Estado está en el deber de protegerla por ser 

elemento básico de la sociedad colombiana y todo factor destructivo de la armonía 

y la unidad familiar, debe ser evitado, controlado y erradicado. Así mismo, cabe 

anotar que la Doctrina ha definido la violencia intrafamiliar como toda conducta 

realizada por un integrante de la familia contra otro, que le ocasione o le pueda 

ocasionar la muerte, daño en el cuerpo o en la salud, sufrimiento físico, emocional, 

psicológico, sexual, o que afecte o pueda afectar su autonomía o su dignidad. 

 
El ideal de la familia es la armonía, la comprensión y el entendimiento que conllevan la 

estabilidad y la placentera convivencia entre sus miembros. El resquebrajamiento de 

ese estado, por lo general tiene su génesis en los maltratamientos físicos o sicológicos 

de que se hacen víctimas los cónyuges (o compañeros) entre sí o éstos a su prole y 

demás personas que la conforma. Esas conductas que hacen imposible la comunidad 

de vida en la familia y que se constituyen en irrespeto entre quienes la componen es 

deber del Estado prevenirlas y sancionarlas si es que se han producido. 

 
Precisamente con el fin de sancionar las conductas atentatorias contra la estabilidad 

física, emocional y psicológica de la familia, el legislador promulgó la Ley 294 de 1996 

(modificada por la Ley 575 de 2000 y Decreto 652 de 2001), mediante la cual 

desarrolló el artículo 42 de la Carta Política, ley que contiene normas para prevenir, 

remediar y sancionar los actos constitutivos de violencia intrafamiliar. 

 
Señala el literal a) del artículo 7 de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 4º 

de la Ley 575 de 2000, que “El incumplimiento de las medidas de protección, dará 

lugar a las siguientes sanciones: a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez 

(10) salarios mínimos legales mensuales, convertibles en arresto, la cual debe 

consignarse dentro de los cinco (5) días siguientes a su imposición… (…)”. 

 
A su turno el artículo 17 de la Ley 294 de 1996 modificado por el artículo 11 de la 

Ley 575 de 2000 señala que “... Las sanciones por incumplimiento de las medidas 

de protección se impondrán en audiencia que deberá celebrarse dentro de los diez 

(10) días siguientes a su solicitud, luego de haberse practicado las pruebas 

pertinentes y oídos los descargos de la parte acusada…”. El artículo 12 del Decreto 

652 del año 2001 señala que “De conformidad con el artículo 11 de la Ley 575 de 

2000, el trámite de las sanciones por incumplimiento de las medidas de protección 

se realizará en lo no escrito con sujeción a las normas procesales contenidas en el 

Decreto 2591 de 1991, en sus artículos 52 y siguientes del Capítulo V de Sanciones.” 

 
Luego de esbozado el marco legal aplicable al asunto será del caso entrar al estudio 

de las pruebas recaudadas dentro del presente incidente de incumplimiento a la 

medida de protección, con el fin de establecer si la providencia consultada se 

encuentra o no ajustada a derecho. 

 
Es así que la demostración de los supuestos de hecho aducidos, sólo es posible con 

apoyo en las pruebas legal y oportunamente arrimadas al presente   trámite y en este 

caso, la prueba debe estar dirigida a demostrar que efectivamente el señor CAMILO 

ANTONIO IRIARTE MARCIA incumplió la medida de protección definitiva que le fue 



  

impuesta en la providencia de fecha 14 de septiembre de 2020. 

 

En la actuación incidental se tuvo en cuenta como elementos de juicio que 

fundamentaron la decisión, los siguientes: 

 
-Denuncia presentada por la señora DERLYN JOHANNA GARZÓN TRIANA, de 

fecha 08 de octubre de 2022, en contra del señor CAMILO ANTONIO IRIARTE 

MARCIA, por el incumplimiento a la medida de protección fechada 14 de septiembre 

de 2020. 

  
Relacionadas las pruebas entra el Despacho a su análisis en conjunto  del anterior 

material probatorio, concluyendo que el señor CAMILO ANTONIO IRIARTE 

MARCIA, ha incumplido la medida de protección definitiva a él impuesta, pues 

continuó ejecutando actos de violencia física contra de la señora JEIMI JULIETH 

GUTIÉRREZ COBA, los cuales se tuvieron por ciertos, ya que al momento de rendir 

los descargos acepto el maltrato hacia la referida, lo que es clara desobediencia de 

la medida de la misma, lo que bajo ninguna circunstancia tiene justificación, máxime 

cuando el incidentado conocía las implicaciones legales por el incumplimiento. 

 
Además, al presentarse varias formas de actos de violencia, encontrándose entre 

ellos el: 1.- Maltrato Físico, cuando se ocasionan lesiones en el cuerpo por medio 

de golpes, quemaduras estrangulamiento entre otros, produciendo lesiones 

temporales o definitivas; 2.- Maltrato Psicológico al darse actitudes de desprecio, 

control, burla, vigilancia de los actos del otro y la toma de decisiones importantes para 

la familia; 3.- Maltrato Verbal que se produce cuando una persona critica o insulta 

a otra persona. Es una forma destructiva de comunicación destinada a dañar el 

concepto de sí mismo de la otra persona y producir en ella emociones negativas. 

 
El abuso verbal es un mecanismo de defensa inadaptado que cualquiera puede 

tener ocasionalmente, como en momentos de gran estrés o incomodidad física. Para 

algunas personas, es un patrón de conductas utilizadas intencionalmente para 

controlar o manipular a otros o para vengarse, se reitera, que la actitud desplegada 

por el señor CAMILO ANTONIO IRIARTE MARCIA, encaja con una forma de 

maltrato, esto es, la física y verbal, lo cual es inaceptable si se tiene en cuenta que 

esas actitudes generan una violencia intrafamiliar. 

 
Así mismo, se debe tener en cuenta que la Corte Constitucional ha sido clara al 

indicar que existe un deber constitucional de los operadores judiciales cuando se 

enfrenten a esta clase de casos, estando en la obligación de eliminar toda forma de 

discriminación en contra de la mujer, siendo obligatorio incorporar criterios de género 

diferentes a los que tradicionalmente se utilizan para solucionar tales casos. 

 
Por todo lo anterior, sin ser necesarias otras consideraciones, se CONFIRMARÁ la 

resolución objeto de consulta mediante la cual se le impuso como sanción de 

incumplimiento a la accionada la multa equivalente a cuatro (04) salarios mínimos 

mensuales legales vigentes, la que se observa proporcional a la gravedad de los 

hechos constitutivos de violencia intrafamiliar cuando por primera vez se han 

incumplido las medidas de protección impuestas. 

 

 

https://es.wikipedia.org/wiki/Mecanismo_de_defensa


  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE BOGOTÁ 

D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA DE 

COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución proferida el 28 de octubre de 2022  por 

Comisaria Decima de Familia Engativa I, en el trámite del incidente por primer 

Incumplimiento a la Medida de Protección instaurada por la señora JEIMI JULIETH 

GUTIÉRREZ COBA y en contra del señor CAMILO ANTONIO IRIARTE MARCIA, 

por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: DEVOLVER las presentes diligencias a la Comisaría de origen, previas 

las desanotaciones del caso. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
FABIOLA RICO CONTRERAS 

JUEZ 
SYGM 

 
 

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD DE 

BOGOTA D.C. 
 

La providencia anterior se notificó por estado N°004  
de hoy 16/01/2023 

 

Luis Cesar Sastoque Romero 
Secretario 



JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD 
Bogotá D.C., trece (13) de enero del dos mil veintitrés (2023) 

 
Clase de Proceso Privación de la patria potestad  
Radicado 11001311001720220047900 
Demandante           Rocío del Pilar Bernal Lara  
Demandado  Rodolfo Cruz Perdomo 

 
       Por reunir los requisitos legales la presente demanda y al haberse 
presentado en debida forma, el Juzgado RESUELVE:  
 

ADMITIR la anterior demanda de Privación de la Patria Potestad que 
promueve a través de defensor de familia del ICBF Centro Zonal Ciudad 
Bolívar de esta ciudad, la señora ROCIO DEL PILAR BERNAL LARA en 
contra de RODOLFO CRUZ PERDOMO, respecto de la menor de edad 
SAMUEL FELIPE CRUZ BERNAL.  

 
En consecuencia, imprímasele a las anteriores diligencias el trámite 

del proceso declarativo sumario señalado en el Código General del 
Proceso. 

 
 De la demanda y sus anexos, córrase traslado a la parte demandada 

por el término legal de diez (10) días, para que la conteste y solicite las 
pruebas que pretenda hacer valer, notificándole esta providencia de 
conformidad con el art. 8º de la ley 2213 de 2022 o en su defecto bajo los 
prepuestos de los artículos 291 y ss. del C.G.P. 
 

Notifíquese este proveído al Agente del Ministerio Público y al 
Defensor de Familia, adscritos al juzgado, conforme al art. 8º de la ley 2213 
de 2022.  

 
Conforme lo previsto en el art. 395 del C.G.P., en concordancia con el 

art. 61 del C.C., comuníquese a los parientes del menor de edad SAMUEL 
FELIPE CRUZ BERNAL, la existencia de este proceso para que, si a bien lo 
tienen, se hagan presente dentro del mismo, haciendo valer sus derechos y 
los de los menores y manifiesten lo que estimen pertinente. 
Comuníqueseles por el medio más expedito.  

 
De conformidad a los presupuestos e indicaciones del art. 395 del 

C.G.P., en concordancia con el artículo 108 Ibídem, EMPLÁCESE, a todos 
los parientes que por línea paterna y materna tengan el menor de edad 
SAMUEL FELIPE CRUZ BERNAL y que crean tener derecho a participar en 
el proceso, para que manifiesten lo que estimen pertinente, lo cual deberá 



hacerse por Secretaría conforme al art. 10º de la ley 2213 de 2022 en el 
Registro Nacional de Personas Emplazadas. 
 

Póngase en conocimiento del defensor de familia adscrito al juzgado 
el presente asunto. 
      
                                               NOTIFÍQUESE   

La Juez, 

    
FABIOLA RICO CONTRERAS (2) 

Aldg  
JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD DE 
BOGOTA D.C. 
La providencia anterior se notificó por estado 
 
N° 004 
 
De hoy 16/01/2023 
 
El secretario LUIS CESAR SASTOQUE ROMERO 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD 
Bogotá D.C., trece (13) de enero de dos mil veintitrés (2023) 

Clase de proceso Ejecutivo de alimentos  

Radicado 11001311001720220019500 

Ejecutante  Diana Cristina Arévalo Herrera  

Ejecutado  Miguel Eduardo Rodríguez Martha  

 

La copia del acta de conciliación régimen de familia Nro. 04545 de 2021 RUG 
2346 de 2020, llevada a cabo el día 03 de febrero de 2021 en la Comisaria Novena 
de Familia de esta ciudad y celebrada entre las partes, contiene unas obligaciones 
claras, expresas y actualmente exigibles, provienen del ejecutado y constituyen 
plena prueba en contra del mismo. 

En tal virtud, el juzgado con fundamento en los artículos 422, 424, 430 y 431 
del C.G.P., y como la demanda que se presenta a través de apoderado judicial, 
reúne las exigencias formales de Ley, libra orden de pago por la vía ejecutiva 
singular de mínima cuantía a favor de los menores alimentarios MIGUEL EDUARDO 
RODRIGUEZ ARÉVALO y SAMUEL ANDRES RODRIGUEZ ARÉVALO 
representados por su progenitora DIANA CRISTINA ARÉVALO HERRERA y en 
contra del señor MIGUEL EDUARDO RODRIGUEZ MARTHA, por las sumas de 
dinero que a continuación se relacionan:  

1.- Por la suma de UN MILLÓN NOVECIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL 
PESOS MCTE ($1.986. 000.oo), correspondiente al saldo insoluto de las cuotas de 
alimentos adeudadas por el ejecutado en los meses de junio a noviembre del año 
2021, por valor de $331. 000.oo c/u.  

2.- Por la suma de QUINIENTOS   TREINTA   Y   UN   MIL   PESOS   M/CTE 
($531. 000.oo), correspondiente al valor de la cuota de alimentos adeudada por el 
ejecutado en el mes de diciembre del año 2021.  

3.-Por la suma de UN MILLÓN SETECIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL 
TRESCIENTOS PESOS MCTE ($1.752. 300.oo), correspondiente al valor de la 
cuota de alimentos adeudada por el ejecutado en los meses de enero, febrero y 
marzo de 2022, por valor de $584. 100.oo c/u.  

4.- Por la suma de CUATRO MILLONES CIENTO VEINTIÚN MIL 
SEISCIENTOS OCHENTA Y NUEVE PESOS CON SESENTA CENTAVOS MCTE 
($4.121.689.60), correspondiente al 50% de los gastos educativos adeudados por 
el ejecutado en el año 2022. 

5.- Por   la   suma   de   QUINIENTOS VEINTICUATRO   MIL TRESCIENTOS 
VEINTISEIS PESOS M/CTE ($524. 326.oo), correspondiente al 50% de los gastos 
de plan complementario adeudado por el ejecutado   en los meses de febrero a 
diciembre de 2021. 

6.- Por   la   suma   de   CIENTO CUARENTA Y NUEVE MIL DOSCIENTOS 
VEINTINUEVE PESOS M/CTE ($149. 229.oo), correspondiente al 50% de los 
gastos de plan complementario adeudado por el ejecutado   en los meses de enero 
a marzo del año 2022. 

7.- Por la suma de CUARENTA Y NUEVE MIL SETECIENTOS CUARENTA 
Y TRES PESOS M/CTE ($49. 743.oo), correspondiente al 50% de los gastos de 
plan complementario adeudado por el ejecutado   en el mes de abril del año 2022. 



8.- Por la suma de UN MILLON CIENTO SETENTA MIL PESOS M/CTE 
($1.170. 000.oo), correspondiente al 50% de los gastos recreativos del menor 
JULIAN DAVID adeudado por el ejecutado en el año 2022. 

9.- Por la suma de NOVECIENTOS SESENTA MIL PESOS M/CTE ($960. 
000.oo), correspondiente al 50% de los gastos recreativos del menor JULIAN DAVID 
adeudado por el ejecutado en el año 2022. 

10.- Por la suma de NOVECIENTOS SESENTA MIL PESOS M/CTE ($960. 
000.oo), correspondiente al 50% de los gastos recreativos del menor JULIAN DAVID 
adeudado por el ejecutado en el año 2022. 

11.- En cuanto a las cuotas adeudadas por el ejecutado y correspondientes 
al auxilio familiar a favor de los menores JULIAN DAVID y MIGUEL EDUARDO 
RODRIGUEZ ARÉVALO señaladas en el escrito subsanatorio como pretensión 
segunda numerales 2 y 3, se excluyen las mismas al no ser claras y realizar cobros 
de este auxilio familiar desde el año 2011, cuando el acta de conciliación realizada 
ante la comisaria novena de familia data del 03 de febrero de 2021 y en el acápite 
denominado “EN CUANTO A LOS ALIMENTOS”, en el inciso final señala de manera 
expresa:  

“En caso de que JULIAN DAVID RODRIGUEZ AREVALO y SAMUEL 
ANDRES RODRIGUEZ ARÉVALO se encuentren como beneficiario de subsidio 
familiar por parte del progenitor, Sr. MIGUEL EDUARDO RODRIGUEZ MARTHA. 
Este debe hacer entrega del valor que se reciba por este concepto a la señora 
DIANA CRISTINA ARÉVALO HERRERA, quien asume la custodia y cuidado 
personal de sus hijos. Subsidio familiar no forma parte de la cuota alimentaria”. 

Se observa así mismo, que en ningún aparte se señala el pago al subsidio 
familiar a la ejecutante, no siendo este el proceso adecuado para exigir dicho pago. 

12.- Por las cuotas alimentarias que se causen hacia el futuro hasta que se 
verifique el pago total de la obligación (Art. 88 y 431 inciso 2º del C.G.P.). 

13.- Por los intereses legales liquidados a la tasa del 0.5% mensual (6% 
anual) desde cuando se hizo exigible la obligación hasta cuando se efectúe el pago 
de las mismas (art. 1617 del C.C.). 

14.- Sobre costas se resolverá en su oportunidad. 

Notifíquese esta determinación al ejecutado, en los términos del artículo 8º 
de la ley 2213 de 2022 o en su defecto lo estipulado en los artículos 291 y ss. del 
C.G.P., ADVIRTIÉNDOLE que cuenta con un término de cinco días para pagar y/o 
diez días para proponer excepciones. 

Se reconoce a la Dra. LUCELLY CHACON CEPEDA como apoderada judicial 
de la ejecutante, en la forma y términos del poder a él conferido. 

 
NOTIFÍQUESE 

La Juez, 

 
Aldg                                           FABIOLA RICO CONTRERAS (2)  

 
JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD DE BOGOTÁ D.C. 

La providencia anterior se notificó por estado 

N° 004                   De hoy 16/01/2023 

El secretario, Luis Cesar Sastoque 



 

 

 

 
Carrera 7ª No. 12 C – 23 Piso 6º Edificio Nemqueteba - Bogotá 

 

 

 

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD 
Bogotá D.C., trece (13) de enero del dos mil veintitrés (2023) 

 

Clase de Proceso Declaración de Unión Marital de Hecho 

Radicado 11001311001720220019900 

Demandante Alirio Bolívar Quintero  

Demandado Yury Esperanza Manrique Botero  

 

Por reunir los requisitos legales la presente demanda, y al haberse 
presentado en debida forma, el Juzgado RESUELVE:  
 

ADMITIR la anterior demanda de Declaración de la Existencia de la 
Unión Marital de Hecho y la consecuente Existencia de la Sociedad 
Patrimonial entre Compañeros Permanentes que mediante apoderado 
judicial instaura ALIRIO BOLIVAR QUINTERO en contra de YURY 
ESPERANZA MANRIQUE BOTERO.  

 
En consecuencia, imprímasele a las anteriores diligencias el trámite 

del proceso declarativo verbal señalado en el Código General del Proceso. 
 

De la demanda y sus anexos, córrase traslado a la parte demandada 
por el término legal de veinte (20) días, para que la conteste y solicite las 
pruebas que pretenda hacer valer, notificándole este auto bajo las 
indicaciones del art. 8º de la ley 2213 de 2022 o en su defecto bajo los 
apremios de los artículos 291 y 292 del C.G.P. 
 

Reconócese al Dr. HUGO ALEJANDRO RODRIGUEZ LOEWENTHAL  
como apoderado de la parte demandante, en los términos y para los efectos 
del poder conferido al mismo.  

 

NOTIFÍQUESE  
La Juez, 

    
FABIOLA RICO CONTRERAS (2) 

Aldg  

 
JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD DE BOGOTÁ D.C. 
La providencia anterior se notificó por estado 

 

N° 138                                 De hoy 24/08/2022 
 
El secretario, 

Luis César Sastoque Romero 
 

 

 
 
 

 
 

 



 

 

 

 
Carrera 7ª No. 12 C – 23 Piso 6º Edificio Nemqueteba - Bogotá 

 

 

 

JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD 
Bogotá D.C., trece (13) de enero del dos mil veintitrés (2023) 

 

Clase de Proceso Declaración de Unión Marital de Hecho 

Radicado 11001311001720220019900 

Demandante Alirio Bolívar Quintero  

Demandado Yury Esperanza Manrique Botero  

 

Teniendo en cuenta el valor de la cuantía de las pretensiones dentro 
del presente asunto, señaladas por el apoderado de la parte demandante, 
previamente a resolver sobre las medidas cautelares solicitadas; la parte 
interesada deberá prestar caución por la suma de treinta millones de pesos 
mcte ($30.000. 000.oo), conforme lo previsto en el art. 590 del C.G.P. 
  

NOTIFÍQUESE  
La Juez, 

    
FABIOLA RICO CONTRERAS (2) 

Aldg  

 
JUZGADO DIECISIETE DE FAMILIA DE ORALIDAD DE BOGOTÁ D.C. 
La providencia anterior se notificó por estado 

 

N° 004                                 De hoy 16/01/2023 
 
El secretario, 

Luis César Sastoque Romero 
 

 


